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Acta No. 420 del 31 de agosto de  2009.      

 

Expediente 66001-31-18-001-2009-00088-01

Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el señor Oscar Eduardo Guapacha Ríos frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, en la acción de tutela que interpuso contra la EPS-S Asmet Salud, la ESE Hospital Universitario San Jorge y la Secretaría Departamental de Salud.

ANTECEDENTES

Aduce el demandante que se encuentra afiliado al régimen subsidiado en salud de la EPS-S Asmet Salud; en el mes de noviembre de 2008, debido a múltiples síntomas como dolor constante, picazón y hemorragias retinales que le impedían ver bien, acudió a las accionadas para que se le hiciera revisión médica; producida, se determinó que debía ser valorado por oftalmología; la consulta por esa especialidad se llevó a cabo el 4 de diciembre de 2008; se le diagnosticó miopía y se le remitió al optómetra; en esa oportunidad le recetaron algunos medicamentos que no pudo aplicarse porque no los había o no estaban cubiertos por el plan obligatorio de salud; el 15 de mayo de este año se le atendió por optometría en la Sociedad Oftalmológica de Cirugía Láser (SOCIL); se emitió orden para topografía corneal para la adapatación de lentes de contacto y el diagnóstico fue   hipermetropía, miopía, astigmatismo y queratocono y se indicó que la solución era la adaptación de lentes de contacto; en esa misma institución le manifestaron verbalmente que sus problemas visuales se podían solucionar de manera definitiva con una cirugía integral, pero que debido a su costo no había sido autorizada por la Secretaría de Salud Departamental y que solo podían corregir sus enfermedades mediante la adaptación de los referidos lentes, lo que no constituye una solución completa. Expresó que carece de condiciones económicas para cancelar de manera particular la cirugía que requiere y su actual enfermedad le impide gozar de un nivel de vida digno y trabajar.

Considera vulnerados sus derechos a la seguridad social, salud en conexión con el derecho a la vida y dignidad humana y solicita se   ordene a las entidades accionadas que ordenen, programen y realicen la cirugía íntegra que necesita para solucionar sus problemas visuales y que se utilicen con el mismo fin todos los medios posibles como medicamentos, tratamientos y procedimientos.

ACTUACIÓN PROCESAL

Por auto del seis de julio último se admitió la tutela, se decretaron pruebas y se ordenaron las notificaciones de rigor.

La EPS-S Asmet Salud, por medio de quien se identificó como “Técnico II Gestión Jurídica Departamental”, anunciando un poder especial que no anexó, se pronunció sobre asunto diferente al que ahora ocupa la atención de la Sala, concretamente respecto a una valoración por urología y pesquisa especial para tumor de la próstata que requiere persona distinta a la aquí demandante.

La Asesora Jurídica de la ESE Hospital Universitario San Jorge expresó que revisada la historia clínica del accionante, se encontró que fue valorado por oftalmólogo de la institución; se le diagnosticó miopía, le ordenó medicamentos y valoración por optometría para adaptación de lentes o prescripción de gafas, los que no se encuentran en el portafolios de servicios que ofrece la entidad; que las dolencias del paciente no son tan graves como para recomendarle tratamiento quirúrgico; que de los documentos por él aportados tampoco se deduce que se le hubiese prescrito “cirugía íntegra”. Concluyó además que corresponde a la EPS-S Asmet Salud, a la que se encuentra afiliado, prestarle los servicios de salud que recomiende el médico tratante. En consecuencia, como no han lesionado derecho fundamental alguno, pide,  se niegue el amparo que frente a esa entidad se reclama. 

El Secretario de Salud del Departamento, por medio de apoderado judicial, en extenso escrito expresó, en síntesis, que el proceso clínico “topografía corneal para adaptación de lentes de contacto-tratamiento posterior-oftalmológica-optomería” y posterior control de su patología debe garantizarla la EPS Asmet Salud a la que se encuentra afiliado y de no estar incluidos en el POS-S, deberá ejercer la acción de recobro ante el Fosyga, de acuerdo con normatividad y jurisprudencia que cita y que considera aplicables al caso concreto.

En sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, el pasado 17 de julio, se negó el amparo solicitado porque no se cumplieron los requisitos necesarios para que proceda la tutela, ya que la cirugía que reclama el demandante no fue prescrita por ningún médico.

Inconforme con la sentencia, impugnó el accionante para solicitar se conceda el amparo. Alegó que de manera verbal la Dra. Luz Elena Duque Luna le informó que requería cirugía y que actualmente tiene concepto médico, de acuerdo con el resultado del examen de topografia por elevación que anexó a su escrito, realizado el 6 de julio pasado.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

De acuerdo con esa definición, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

Ese medio excepcional de protección constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

En el caso concreto se queja el actor de la conducta negativa de las accionadas, en autorizarle la práctica de la intervención quirúrgica que dice necesita para solucionar sus problemas de visión.

En el plenario aparecen acreditados los siguientes hechos:

.- El demandante se encuentra afiliado al régimen de salud subsidiado que ofrece la EPS-S Asmet Salud
.

.-Fue remitido a valoración por oftalmología el día 7 de noviembre de 2008 debido a la agudeza visual y hemorragias retinales que presentaba.

.- El doctor Edgar Delgado, oftalmólogo del Hospital Universitario San Jorge, lo valoró el 4 de diciembre de 2008, le diagnosticó miopía, ordenó medicamentos y solicitó valoración por optometría.

.- En el Centro Óptico Internacional Ltda. fue examinado por la optómetra Luz Elena Duque Luna, el 15 de mayo de este año, quien le diagnosticó hipermetropía, miopía, astigmatismo y queratocono y expidió orden de topografía corneal para adaptación de lentes de contacto.

.- Al citado señor no se le ha recomendado la cirugía que reclama por esta vía, como lo explicó la última profesional citada en la declaración que rindió en el curso de la primera instancia, en la que dio cuenta detallada del tratamiento que le ha brindado y explicó que el último examen que le recomendó fue una topografía para confirmar diagnostico, se expidió la orden respectiva, pero aún no se le ha llevado el resultado
.

Demuestran esas pruebas que el actor ha recibido la atención que le han recomendado los especialistas que han valorado sus  dolencias; obtuvo un diagnóstico y está pendiente de arrimar el resultado del último examen prescrito, pero además, la cirugía que pretende obtener por este medio excepcional de protección no ha sido autorizada por los médicos que lo han tratado.

Los argumentos que expuso al sustentar la impugnación no pueden ser los que permitan revocar la sentencia que se revisa porque no demostró en el curso del proceso que la profesional que lo trata le hubiese recomendado la cirugía que solicita y porque aquella que se sugiere en el documento que se anexó al impugnar el fallo, fue expedida con posterioridad a la fecha en que se formuló la acción, por tanto el hecho que se alega es nuevo y respecto de él no han tenido las partes la oportunidad de ejercer su derecho de defensa.

No existe prueba entonces de la que pueda deducirse la existencia  de hechos ciertos que permitan inferir que para la fecha en que se instauró la demanda se lesionaba o amenazaba derecho fundamental alguno del que sea titular el actor, como para otorgarle la protección solicitada.

Puestas de esa manera las cosas y aunque una de las características de la acción de tutela es la informalidad, no se justifica conceder el amparo cuando los hechos que se alegan como sustento de la violación no existen, porque como ya se ha expresado, la acción sólo está llamada a prosperar  cuando algún derecho fundamental se encuentra realmente amenazado o vulnerado.

Así las cosas, como tuvo razón el funcionario de primera sede al negar el amparo reclamado, se confirmará la sentencia proferida.

Por lo expuesto, la Sala Uno de Asuntos Penales para Adolescentes   del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 17 de julio de 2009 por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por Oscar Eduardo Guapacha Ríos contra la EPS-S Asmet Salud, la Secretaría de Salud Departamental y el Hospital Universitario San Jorge de Pereira.

2.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

3.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE  

GONZALO FLOREZ MORENO
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